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Resumen

El objetivo de este artículo es analizar hasta qué punto las acciones 
implementadas por el Estado colombiano para hacer frente al éxodo 
migratorio proveniente de Venezuela han hecho recepción de los están-
dares internacionales relativos al derecho a la protección de la salud. 
Para tales efectos revisaremos las disposiciones normativas expedidas 
por el Gobierno colombiano y algunos de los fallos judiciales con los 
que la Corte Constitucional ha salvaguardado el derecho a la salud de la 
población migrante. De igual manera, estudiaremos si los estándares in-
ternacionales2 correspondientes a la protección del derecho a la salud, 
se han tenido en consideración, tanto en las normas jurídicas aplicados 
o expedidos en respuesta al incremento de venezolanos en territorio 

1 	 Abogada de la Universidad del Rosario, especialista en Derecho Constitucional y estudiante de la Maestría en Derecho de la Universidad 
del Rosario con énfasis en Derechos Humanos, aspirante a la doble titulación con la Pontificia Universidad Católica del Perú.

2	 Los estándares internacionales de protección se encuentran en las diferentes fuentes de derecho internacional y sus respectivos 
documentos interpretativos, como las observaciones generales del Consejo Económico y Social sobre el derecho al disfrute más alto de 
nivel posible, las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, opiniones consultivas de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos y los informes de los relatores especiales. 
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colombiano como en las sentencias de tutela de la Corte Constitucional.  
Analizaremos estos instrumentos dentro del periodo comprendido entre 
el 2015 y la actualidad, lapso del retorno desde Venezuela de muchos 
ciudadanos colombianos por la crisis Estatal que se desató allá en 2015, 
y que generó un incremento de la migración. Este análisis de estánda-
res, decisiones judiciales nacionales e internacionales, y disposiciones 
normativas, permitirá establecer en qué medida el Estado colombiano 
ha cumplido con su obligación de garantizar los derechos humanos de la 
población migrante, específicamente en materia del derecho a la salud. 

Palabras clave
Migración; derecho a la salud; flujos migratorios; población migrante; 

migrante irregular; Venezuela; venezolanos.

Abstract

The objective of this article is to analyze the extent to which 
international standards regarding the protection of the right to health 
of the migrant population have been received and implemented by the 
Colombian State in response to the significant influx of Venezuelan 
migrants resulting from the ongoing crisis. For such purposes, we will 
review the normative provisions issued by the Colombian government. 
In addition, we will examine some of the judicial rulings through which 
the Constitutional Court has guaranteed the right to health to the migrant 
population. We will also analyze the existing international standards 
for the protection of the right to health, considering if these have been 
taken into consideration, both in the legal norms pertaining the increase 
in the presence of Venezuelan people in Colombian territory and in the 
Constitutional Court’s rulings. We will analyze these instruments within 
the timeframe of 2015 to the present, which encompasses the time of the 
return of many Colombian citizens from Venezuela due to the State crisis 
that broke out in the neighboring country, which generated an increase 
in migration. This analysis of standards, judicial decisions (national and 
international) and regulatory provisions will enable us assess the extent 
to which the Colombian State has fulfilled its obligation to safeguard the 
human rights of the migrant population, specifically in terms of the right 
to health.
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Introducción

Desde el año 2015 Colombia ha venido enfrentando un incremento en los flu-
jos migratorios debido al retorno de muchos ciudadanos colombianos que emi-
graron en la década de los años ochenta a la República Bolivariana de Venezuela, 
pero también por las medidas que se tomaron en el vecino país y que han des-
atado una crisis en el plano interno del Estado. Además, dichas medidas han 
generado una crisis política, económica y social en los países de Latinoamérica y 
sobre todo en Colombia3. Cuando se hace una mirada puntual sobre la población 
que emigra, se identifican ciudadanos que retornan a su país de origen como 
consecuencia de la expulsión causada por el presidente de Venezuela Nicolás 
Maduro, aproximadamente “22.000 colombianos” (Presidencia de Colombia, 
2020, p. 12), pero también hay un porcentaje de nacionales venezolanos que han 
salido de su país como consecuencia de la coyuntura venezolana. Para el 2015 
habían 31.471 venezolanos en Colombia pero para principios del 2017 ya habían 
403.702 venezolanos en territorio colombiano (Presidencia de Colombia, 2020). 
“La aceleración de la crisis económica y social de Venezuela llevó a que solo un 
año después la población migrante de Venezuela creciera más del doble, contan-
do con 1.174.743 migrantes para 2018” (Presidencia de Colombia, 2020, p. 12). 

Según el Informe Migratorio Sudamericano N° 3 del 2020 de la Organización 
Internacional para las Migraciones-OIM-, en Colombia se registró el mayor incre-
mento en la inmigración sudamericana, 96,3 % desde el año 2015 debido princi-
palmente a la migración proveniente de la República de Venezuela (Organización 
Internacional para las Migraciones, 2018) situación que ha generado una nece-
sidad de reacción inmediata por parte del Estado Colombiano para atender los 
requerimientos de esta población en lo que refiere a salud, educación, vivienda, 
e inserción laboral entre otros. 

3	  Al respecto el Banco de la República en su estudio “Migración desde Venezuela en Colombia: caracterización del fenómeno y análisis 
de los efectos macroeconómicos” establece que la población migrante venezolana asentada en territorio colombiano tienen ingresos 
más bajos y tienen mayores tasas de informalidad ya que se ocupan en trabajos con mayores índices de informalidad. Situación que se 
agudiza con el impacto de la migración en la relación que existe entre las tasas de inflación y el desempleo. Pero además establece que 
la migración tiene un mayor impacto en el fisco debido a las proyecciones de gasto que representan los flujos migratorios para la nación 
en cuanto a los temas de salud y educación (Banco de la República, 2020).



51

Sarah-Juliana Pinilla-Rubiano

SABER, CIENCIA Y Libertad | ISSN 1794-7154 / e-ISSN 2382-3240 | Vol. 18, No. 2, Julio - Diciembre 2023 | Págs. 48-80

Bajo este fenómeno el estado colombiano se enfrenta a una serie de compro-
misos internacionales para lograr la satisfacción de derechos de esta población, 
derivados de los convenios internacionales ratificados por Colombia, pero tam-
bién por el marco constitucional que reconoce los derechos de los migrantes y 
además las políticas sectoriales y en específico la normatividad derivada por los 
flujos migratorios en respuesta de la migración proveniente desde Venezuela. 
Bajo esta óptica, Colombia, como un estado receptor de población migrante debe 
propender por tener un abordaje inclusivo, garantista y diferenciado debido a las 
necesidades especiales de esta población. Abordaje que debe reflejar acciones 
que incorporen atención a la población migrante en salud, entre otros, por medio 
de políticas públicas, que a su vez se gestionen procesos de formalización para 
migrantes con el fin de facilitar el tránsito o la estadía en el país, pero que ade-
más permitan avanzar con la prestación de servicios para esta población con un 
enfoque basado en las condiciones de vulnerabilidad de esta población. 

Así las cosas, se hará un análisis de los estándares de derechos humanos 
que un Estado como el colombiano debería aplicar, para garantizar el derecho 
a la salud de la población migrante aún cuando los migrantes se encuentran en 
situación irregular en territorio colombiano. Luego se procederá analizar como 
las medidas normativas expedidas por el gobierno colombiano para atender a la 
migración proveniente desde Venezuela, han estado enfocadas en adoptar me-
canismos por medio de los cuales la población migrante puede regularizar su 
estadía en el país, más que en aplicar los estándares de derechos humanos en 
materia de salud en sus normativas. Y finalmente, se analizará como la Corte 
Constitucional-CC- a través de algunos de sus fallos en materia de derecho a la 
salud para población migrante ha sido la que más ha recepcionado dichos están-
dares internacionales de protección del derecho a la salud. Dicho lo anterior, a 
continuación, se abordará la situación de movilidad que se ha dado de manera 
histórica entre Colombia y Venezuela.

UN FLUJO CONSTANTE DE MIGRANTES ENTRE VENEZUE-
LA Y COLOMBIA: 

Una emigración de colombianos hacia Venezuela como efecto del auge del 
petróleo.

Los cambios que enfrentó Venezuela durante el siglo XX gracias a las transfor-
maciones en los usos del suelo y el aprovechamiento de los espacios sociales y 
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geográficos permitieron que la economía venezolana se transformara a través de la 
explotación petrolera (Valero Martínez, 2018). A raíz de esa transformación, el Es-
tado incentivó varias políticas migratorias que impulsaban la explotación y explo-
ración de petróleo en el territorio venezolano. Dentro de estas se impuso la política 
de “puertas abiertas” con la cual se estimuló la entrada de inmigrantes de otras 
nacionalidades, “la ley de naturalización de 1955 que facilitaba el otorgamiento de 
la nacionalidad venezolana y la firma de un acuerdo con el Comité Interguberna-
mental para las Migraciones Europeas -CIME- con el fin de lograr la reagrupación 
de los inmigrantes en Venezuela” (Valero Martínez, 2018). 

Durante esta época el Estado Colombiano afrontaba una crisis por una pobreza 
generalizada debido a los altos niveles de desempleo que a su vez se reflejaba en 
la deficiente atención en los servicios de salud y educación en el país, todo deriva-
do de manera directa o indirecta por la expansión de los niveles de violencia que 
afrontaba todo el territorio colombiano. Debido a esto, y también a la creciente 
economía en el país vecino, se vivió un incremento en la migración de colombianos 
hacía Venezuela por cualquiera de los factores antes mencionados. Así como Co-
lombia lo ha vivido durante los últimos años, Venezuela en su momento también 
vivió una ola migratoria que obligó al gobierno venezolano a tomar medidas ten-
dientes a mitigar las consecuencias de los altos flujos migratorios, entre estas la 
expedición del Decreto 616 de 2 de mayo de 1980, con el que se creó la Matricula 
General de Extranjeros para poder registrar a todos los extranjeros que se encon-
traran domiciliados o residenciados en Venezuela (Valero Martínez, 2018). 

Ahora bien, se puede decir que bajo la perspectiva de Gutiérrez y Cubillos (2011) 
Colombia siempre ha actuado como un Estado expulsor ya que los aumentos en el 
número de salidas de personas del país, frente al número de entradas de perso-
nas al país. Luis Eduardo Guarnizo (2006) estableció que el comportamiento de la 
migración ha sido masivo lo que para él coincide con las tres etapas de desarrollo 
económico y social que ha vivido el estado, etapas que pueden ser identificadas 
como olas en las que la migración en Colombia ha fluctuado siempre en ascenso. 
La primera ola de relevancia internacional en 1970 con destinos como Estados 
Unidos, Panamá, Venezuela y Ecuador, la segunda en los 80 marcada con la inci-
dencia en subida del narcotráfico y las políticas neoliberales a finales de los 90 y 
la tercera ola, derivada de la crisis económica y la intensificación del conflicto ar-
mado colombiano (Gutiérrez Bonilla & Cubillos Novella, 2011). Al respecto de una 
posible cuarta ola migratoria, vale la pena recalcar que un alto porcentaje de los 
flujos migratorios que aportan a este cuarto hito migratorio provienen del llamado 
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contraflujo o retorno al país de procedencia (Gutiérrez Bonilla & Cubillos Novella, 
2011), esto derivado de los retornos voluntarios u obligados, como se abordará 
más adelante, al país de origen. 

Así las cosas, se puede establecer como en tres ocasiones anteriores Colombia 
fue testigo de mucha emigración de sus nacionales hacía otros territorios, causa-
dos en muchos casos a factores ajenos al factor interno de decisión de las perso-
nas, sino más causado por factores externos derivados de los deterioros económi-
cos del país. 

Sobre la crisis derivada de un flujo migratorio de personas provenientes de 
Venezuela hacia Colombia: 

El 19 de agosto de 2015 el presidente venezolano Nicolás Maduro ordenó que 
se cerrara la frontera colombo-venezolana y a su vez ordenó que se expulsaran 
22.000 colombianos que vivían en dicho país. El cierre de esta frontera no sólo 
trajo consigo un alto nivel de tránsito de personas entre Venezuela y Colombia, 
sino que derivó en una crisis social, política y económica. Desde ese momento, 
hubo un incremento significativo en el porcentaje de población migrante en Co-
lombia pasando de 403.702 venezolanos en 2017 a 1.174.743 en 2018 (Migración 
Colombia, 2020). Si bien, dentro de este gran número de personas que transitan 
desde Venezuela, hay ciudadanos venezolanos que buscan mejores condiciones 
de vida, y por consiguiente tienen como objetivo ser acogidos en Colombia, hay 
otro porcentaje de personas que son ciudadanos colombianos en retorno a su país 
de origen porque en un principio tuvieron que migrar a Venezuela por el conflicto 
armado interno (Departamento Nacional de Planeación, 2018). Sin embargo, se 
puede identificar otro grupo de personas migrantes en tránsito que tienen como 
objetivo final otro Estado que no es el colombiano. 

Debido a este incremento en las personas migrantes y sin importar que dentro 
de estos grupos de personas que transitan haya un número significativo de per-
sonas que no plantean la posibilidad de quedarse en Colombia como su país de 
destino y que muchos otros sean nacionales colombianos, surge la necesidad de 
diseñar e implementar medidas que permitan ayudar a apaciguar las consecuen-
cias derivadas de esta crisis. Si bien esta crisis que enfrentó el Estado Colombiano 
se deriva del flujo integral de personas, tanto los nacionales que retornan a su país 
de origen, como los extranjeros cuyo destino es Colombia, es necesario establecer 
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que el uno de los mayores retos con respecto a la garantía de derechos lo ha vivi-
do la población migrante que no es nacional del Estado colombiano. Esto debido 
a que se podría establecer que no debería existir ninguna duda al querer aplicar o 
acceder al catálogo de derechos en caso de ser nacional del Estado Colombiano.  

En relación con esta crisis, es pertinente mencionar que la población que ha 
migrado desde Venezuela, de tránsito o con ánimo de permanecer en territorio 
colombiano, lo ha hecho bajo condiciones en muchos casos deplorables. Condicio-
nes que muchas de las veces derivan en afectaciones de salud negativas debido 
a las condiciones físicas en las que se da la migración. Un claro ejemplo de estas 
afectaciones para las personas que transitan lo estableció la OIM en el documento 
de Lineamientos Estratégicos para el Abordaje de la Salud de las Personas Migran-
tes en Tránsito por Mesoamérica: 

(…) No obstante dado, que la mayoría transitan por Mesoamérica en condición 
migratoria irregular, durante la ruta deben hacer frente a situaciones difíciles que 
aumentan su riesgo de ser víctimas de abuso, discriminación, violencia, explota-
ción, crimen y violaciones a sus derechos humanos, entre ellas el derecho a la 
salud, aumentando su vulnerabilidad biológica, social, psicológica, económica y 
cultural. (Organización Internacional Para las Migraciones para Centroamérica, 
Norteamérica y el Caribe., 2017, p. 7). 

Sin embargo, estas afectaciones también se evidencian en la población que tie-
ne un ánimo de permanecer en territorio colombiano. Además de que las condicio-
nes en las que se da la migración determinen los niveles de riesgo para la salud de 
la población migrante, también influyen los factores característicos como el sexo, 
la edad, la etnia, las responsabilidades de cuidado, como las redes de apoyo que 
se tengan en el país receptor (Ministerio de Salud y Protección Social, 2019). Sin 
embargo, también hay que comprender que a estos factores se suma una serie de 
condiciones que de base implican una des favorabilidad a la hora de migrar; como 
lo son “las mujeres, los niños, niñas y adolescentes, las personas en situación de 
discapacidad, personas con orientación sexual diversa y las personas mayores” 
(Ministerio de Salud y Protección Social, 2019, p. 13)

Ahora bien, en el documento CONPES 3950 se estableció como dicho aumento 
en el número de migrantes provenientes de Venezuela generaron a su vez “nece-
sidades de atención para esta población en materia de salud, educación, vivienda, 
agua y saneamiento básico, inserción laboral” (Departamento Nacional de Planea-
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ción, 2018, p. 3), “generando también presiones en las instituciones encargadas 
de la atención fronteriza y de migrantes” (Departamento Nacional de Planeación, 
2018, p. 3) que no contaban para ese momento con las capacidades administrati-
vas y técnicas para brindar la atención adecuada a cada persona que transitase por 
el territorio colombiano en condiciones de necesidad. Si ben el gobierno colombia-
no se enfrentó a un flujo migratorio del cual no había tenido ningún precedente, 
este realizó varios esfuerzos para poder garantizar los derechos de estas personas, 
por ejemplo según se establece en el documento de Estrategia para la Atención de 
la Migración desde Venezuela, se establece que se garantizó “la atención univer-
sal en urgencias y la atención de partos” (Departamento Nacional de Planeación, 
2018, p. 3), dichos esfuerzos se centraron en atender a corto plazo las necesida-
des de dicha población y no a largo plazo o de la manera adecuada teniendo en 
cuenta el nivel de flujo de personas que ha recibido Colombia hasta la actualidad. 

Habiendo establecido el nivel de crisis producido por el incremento en los flujos 
migratorios, se debe comprender en términos generales las condiciones de la po-
blación que requiere en este caso una protección internacional. 

Caracterización de los inmigrantes venezolanos en Colombia: población con 
necesidades de protección

Los altos flujos de inmigrantes que ha recibido Colombia en los últimos años se 
han visto caracterizados por ser personas que nacieron en Colombia (Departamen-
to Administrativo Nacional de Estadística, 2021)4, vivieron durante periodos largos 
en Venezuela y regresaron a Colombia (Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística, 2021)5, así que el Departamento Administrativo Nacional de Estadís-
tica-DANE de Colombia realizó el Censo Nacional de Población y Vivienda en 2018 
con el fin de recolectar información de todas las personas residentes en Colombia, 
con el cual se identificó que la mayor parte de los inmigrantes son personas jóve-
nes en edad de trabajar entre los 15 y los 35 años de los cuales la mayor parte per-
tenecen al sexo masculino (Departamento Administrativo Nacional de Estadística, 
2021). Estas cifras en su mayoría se pueden atribuir a población que migra masiva-
mente con objetivos económicos establecidos, por ejemplo, con el objetivo de tra-
bajar y enviar dinero a sus familiares en su país de origen. Por otro lado, se puede 
establecer como la mayor parte de la población que retorna al país hace parte de 
un grupo poblacional más adulto ya que se centra en una franja de 35 a 40 años y 
4	  En el Informe de Estadística aplicada Número 5: Caracterización de los migrantes retornados desde Venezuela a Partir del CNPV-

2018Gráfica 3. Distribución porcentual de la población de que reportó movilidad.
5	  Ibídem
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sin duda la población que sobrepasa los 40 años hace parte del grupo poblacional 
femenino (Departamento Administrativo Nacional de Estadística, 2021). 

En este mismo sentido el Banco de la República en su estudio Migración desde 
Venezuela en Colombia: caracterización del fenómeno y análisis de los efectos ma-
croeconómicos, estableció que la composición de la población migrante además 
de diferenciarse por condiciones etarias y de género, también hay factores como 
los niveles de educación y las condiciones físicas relacionadas con la edad y el 
género que afectan considerablemente la inclusión laboral (2020), las actividades 
económicas de esta población y por ende las posibilidades de acceder a una in-
fraestructura de servicios que les garantice una vida en condiciones dignas. 

Este informe del DANE también estableció que la población migrante y retornada 
tiene unos índices de necesidades básicas insatisfechas mucho más altas que los ho-
gares de personas no migrantes, esto en cuanto a privación o carencia de derechos 
fundamentales con relación a la educación, al acceso a servicios públicos y protección 
social (Departamento Administrativo Nacional de Estadística, 2021). Dentro de estos 
números hay dos diferencias que vale la pena recalcar con mayor detalle: con respecto 
a los niveles educativos, los retornados tienen mayores niveles en educación supe-
rior mientras que los migrantes provenientes de Venezuela en su mayoría cursaron no 
más algún año de secundaria. Ahora bien, con respecto a la salud la mayor parte de la 
población de acogida y de retorno acudieron al Sistema de Seguridad Social en Salud 
para tratar algún problema de salud, mientras que en la población migrante venezo-
lana se auto recetó, acudió a la droguería o acudió a remedios caseros para tratar su 
aflicción de salud (Asociación Profamilia y Oficina de los Estados Unidos de Asistencia 
para Desastres en el Extranjero (OFDA-USAID), 2020). 

Ahora bien hay dos rasgos característicos que permiten identificar a la población 
migrante con mayores necesidades en la garantía de derechos y en términos genera-
les más vulnerabilidades: el primero lo que el DANE llama un índice de envejecimiento, 
que surge de un análisis entre la población de 60 años o más y la población de 15 años o 
menos, lo que lleva a comprender que las tasas de envejecimiento más altas se dan en 
las mujeres y que por cada 100 menores de 15 años hay 165 adultos (Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística, 2021). El segundo llamado relación de apoyo 
potencial, “lo que permite expresar la relación entre las personas potencialmente eco-
nómicamente activas y las personas potencialmente dependientes” (Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística, 2021, p. 18). Este indicador permite identificar 
como los hombres inmigrantes venezolanos tienen una relación de apoyo más alta que 
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por ejemplo la que tienen los retornados por los patrones de migración más jóvenes 
(Departamento Administrativo Nacional de Estadística, 2021). 

Así las cosas, se podría establecer que hay una clara diferencia en las caracte-
rísticas de la población migrante, incluso cuando se habla de nacionales colom-
bianos que retornan a su país y migrantes con nacionalidad venezolana y que se 
podrían caracterizar de manera general por ser una población que migra por nece-
sidades económicas debido a la crisis de Venezuela, que se explicó con anteriori-
dad. Según las últimas cifras sobre las personas que acudieron al sistema de salud 
en comparación con las que no lo hicieron son muy bajas, situación que puede 
estar relacionada con la falta de afiliación a los sistemas de seguridad social, pero 
también con la falta de conocimiento sobre los servicios que el Estado colombiano 
brinda en relación con el derecho a la salud, incluso a la población migrante que se 
encuentre en territorio colombiano de manera irregular. 

LA SALUD: GARANTÍA ESENCIAL PARA EL RECONOCI-
MIENTO DE LA DIGNIDAD DE LA POBLACIÓN MIGRANTE

A la luz de la Constitución Política de Colombia: una llamada igualdad formal 
y material para los migrantes

La Constitución de 1991, en su artículo 13 establece el derecho a la igualdad, 
conforme al cual se reconoce que todas las personas sin distinciones gozan de los 
mismo derechos, libertades y oportunidades. Bajo este artículo tanto nacionales 
como extranjeros tienen la posibilidad de acceder a una igualdad ante la ley con 
respecto a la garantía de sus derechos. Si bien desde este reconocimiento consti-
tucional hay una igualdad formal, en el plano de la igualdad material, el real acce-
so al catálogo de derechos, hay una obligación en cabeza del Estado por adoptar 
medidas efectivas para que el acceso a los derechos de las personas sea real en 
cada caso en concreto (Palacios Sanabria, 2016). Además, este artículo establece 
que debe haber una creación de condiciones por parte del Estado para personas 
o grupos marginados o discriminados y una protección especial para las personas 
que por sus condiciones económicas, físicas o mentales se encuentren en debili-
dad manifiesta, lo que desde la base constitucional genera un reconocimiento de 
grupos que requieren una protección especial debido a sus condiciones históricas. 

Por otro lado, el artículo 100, reconoce que todos los extranjeros que se en-
cuentren en el territorio nacional disfrutarán de los mismos derechos funda-
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mentales que los nacionales. Lo que implica en primera medida que no puede 
haber una discriminación en cuanto a la garantía de derechos por una distin-
ción de procedencia o nacionalidad. Pero además implica un catálogo amplio de 
derechos reconocidos a los extranjeros que además implica una igualdad tanto 
formal como material, pero sin dejar de reconocer que hay ciertos catálogos de 
derechos que no se reconocen a estas personas en un mismo grado (Palacios 
Sanabria, 2016). 

El artículo 93 de la constitución contempla que los tratados y convenios inter-
nacionales ratificados por el congreso que reconocen DD. HH. prevalecen en el 
orden interno y que la interpretación de los derechos y deberes consagrados en la 
carta deben hacerse de conformidad con los tratados ratificados por Colombia. En 
este sentido instrumentos internacionales como la DUDH6, el PIDCP7, el PIDESC8, 
la CTMF9, solo por mencionar algunos, deben ser garantizados y cumplidos por el 
Estado colombiano y también deben ser aplicados y replicados en el ordenamiento 
interno, así como las disposiciones internas del Estado.  Sobre este particular la 
Sentencia T-025 de 2019 de la Corte Constitucional Colombiana estableció:   

(…) los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia 
han previsto la garantía de derechos que deben extenderse a los extranjeros, re-
fugiados o migrantes, como lo establece el artículo 1 de la Convención Americana 
de Derechos Humanos de la cual el Estado colombiano es parte (…) (Corte Consti-
tucional de Colombia, 2019) 

Así las cosas, se puede establecer que existe igualdad formal ante la ley en-
tre extranjeros y nacionales, reflejada en garantía de derechos para los migrantes, 
pero dicha situación se puede observar de manera diferente cuando se está frente 
a una igualdad material entre estos dos grupos de personas.  

Sobre las regulaciones de orden ejecutivo con respecto al derecho a la salud.

El derecho a la salud en Colombia se establece en los artículos 44 y 49 de la cons-
titución como un derecho inherente a la persona, que en un principio se entendió 
6	  Declaración Universal de Derechos Humanos adoptada por las Naciones Unidad el 10 de diciembre de 1948.
7	  Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos aprobado mediante resolución 2200 A (XXI) del 16 de diciembre de 1966 por la 

Asamblea General de Naciones Unidas. Entró en vigor el 23 de marzo de 1976. Aprobado por Colombia mediante la Ley 74 de 1968. 
8	  Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales aprobado mediante resolución 2200 A (XXI) del 16 de diciembre de 

1996 por la Asamblea General de Naciones Unidas. Entró en vigor el 3 de enero de 1976. Aprobado por Colombia mediante la Ley 74 de 
1968.

9	  Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares. Adoptada el 18 
de diciembre de 1990 por la Asamblea General de Naciones Unidas en su Resolución 45/158. Entró en vigor el 01 de julio de 2003. 
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como prestacional por la posición en la que se encontraba en la constitución. Sin 
embargo, luego de varias discusiones sobre la identificación de este con los dere-
chos fundamentales la Corte Constitucional lo definió como un derecho fundamen-
tal (Gañán Ruiz, 2011). Así las cosas, en 1993 se expidió la Ley 100, con la cual se 
estructuró el SGSSS10 como un conjunto de instituciones, normas y procedimientos 
que tienen las personas para disfrutar de una calidad de vida, por medio del cum-
plimiento de los planes y programas del Estado para proporcionar una cobertura 
integral de las contingencias que menoscaban la salud de los habitantes del terri-
torio nacional11. A su vez la ley 1751 del 16 de febrero de 2015, reguló el derecho 
fundamental a la salud, confirmando así que este derecho es un derecho autónomo 
e irrenunciable y que a su vez no solo comprende el acceso a los servicios de salud, 
sino que estos deben darse de manera oportuna, eficaz y con la calidad necesaria 
para garantizar la preservación, el mejoramiento y la promoción de este derecho en 
territorio colombiano. Adicionalmente, esta ley estableció que es un deber del Esta-
do el adoptar medidas y políticas para garantizar la igualdad de trato y las oportuni-
dades en el acceso en lo que refiere al derecho del artículo 49 de la Constitución12. 

Luego de esta mención se comprende el marco de protección ejecutivo del de-
recho a la salud y el carácter de garantía sin ningún tipo de distinción. Por lo que se 
permite establecer, que en cuanto a la protección y garantía del derecho a la salud 
de la población migrante hay una protección fundada en la ley estatutaria de la 
salud y la cobertura integral del SGSSS.  

Al respecto de algunas acciones normativas del Estado Colombiano tendien-
tes a garantizar los derechos de la población migrante

Medidas adoptadas por el Estado para regularizar la situación de las personas 
migrantes

En margen de la aplicación de los compromisos internacionales adquiridos por 
Colombia, se ha dado una serie de acciones tendientes a atender la crisis generada 
por el incremento en los flujos migratorios. La primera de ellas con la expedición 
del Decreto 1814 del 14 de septiembre de 2015 con el cual se reglamentaron las 
disposiciones del Decreto 1772 de 2015 y conforme al cual se propusieron dis-

10	  Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
11	  Preámbulo de la Ley 100 del 23 de diciembre de 1993 “Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan otras 

disposiciones”.  
12	  Artículos 1 y 2 de la ley Estatutaria 1751 del 16 de febrero de 2015 “Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y 

se dictan otras disposiciones”
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posiciones excepcionales para lograr una reunificación familiar de los nacionales 
colombianos deportados, expulsados o retornados a raíz de la declaración del Es-
tado de Excepción en la república de Venezuela. Con este decreto el gobierno pre-
tendía garantizar la unión familiar por medio de la creación de permisos especiales 
como el Permiso Especial de Ingreso y Permanencia al país por 180 días13, para 
que luego se pudiera solicitar la cédula de extranjería con el fin último de obtener 
“la nacionalidad colombiana por adopción, por medio de un trámite excepcional” 
(Presidencia de Colombia, 2020, p. 47) y así lograr la permanencia regular dentro 
de territorio colombiano.  

Con el Decreto 1067 de 2015 se establecieron los Permisos de Ingreso y Per-
manencia-PIP, que sirvieron como precedente para la Resolución 5797 de 2017, 
con la cual se creó el Permiso Especial de Permanencia-PEP como un mecanismo 
transitorio de regularización migratoria para nacionales venezolanos, pero dicha 
temporalidad pasó a ser la excepción ya que el gobierno, debido a las necesidades 
de esta población lo ha tenido que extender por más de 11 veces (Presidencia de 
Colombia, 2020). Sin embargo, no es hasta el 2018 con la expedición del CON-
PES 395014 que el gobierno colombiano concreta una política pública específica 
para atender a la población que migra desde Venezuela. Documento que hace un 
diagnóstico de la crisis económica, política y social que atravesó Venezuela, de 
las necesidades derivadas de esta situación y a su vez de las necesidades que se 
han generado en el país teniendo en cuenta las dificultades que se presentan a la 
hora de acceder a bienes y a servicios debido a la insuficiente cobertura estatal y 
las barreras que existen en el país para acceder al restablecimiento de derechos. 
Específicamente planteó dos objetivos: “1. Identificar las rutas de atención e in-
tegración para la población migrante proveniente de Venezuela y 2. Fortalecer la 
institucionalidad existente para la atención de la población migrante desde Vene-
zuela” (Departamento Nacional de Planeación, 2018, p. 82). 

Más adelante y debido a las tensiones con el gobierno venezolano, se creó la tar-
jeta de movilidad fronteriza-TMF15 con el cual se autorizó el tránsito fronterizo para 
nacionales venezolanos con intereses comerciales en zonas específicas y hasta 

13	  República de Colombia. Decreto 1814 del 14 de septiembre de 2015. Por la cual se reglamenta el Decreto 1772 de 2015 “Por medio 
del cual se establecen disposiciones excepcionales para garantizar la reunificación familiar de los nacionales colombianos deportados, 
expulsado o retornados como consecuencia de la declaratoria del Estado de Excepción efectuada en la república Bolivariana de 
Venezuela”. Bogotá Artículos 2.2.6.1.1 y ss.

14	  Documento CONPES 3950 Estrategia para la Atención de la Migración desde Venezuela.
15	  Resolución 1220 de 2016 y 1845 de 2017 de la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia. Por la cual se establecen los Permisos 

de ingreso y Permanencia. Permisos Temporales de Permanencia y se reglamenta el Tránsito Fronterizo en el territorio Nacional. Esta 
tarjeta fue creada como un mecanismo que contribuyó a los fines de seguridad y facilitación migratoria, ya que permite a los nacionales 
y venezolanos realizar el ingreso, tránsito y salida del territorio colombiano en zona de frontera de manera regular ordenada y segura. 
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por siete días a través de los puestos de control migratorio. “Este permiso fue sus-
pendido en 2018 con el propósito de reforzar los controles de entrada de personas 
al territorio nacional” (Palacios Sanabria, 2019, p. 77). Sin embargo, la Resolución 
3346 de 21 de diciembre de 201816 es adicionada a la resolución de la TMF con 
el fin de responder a los altos flujos migratorios y a los extranjeros que ingresan al 
país sin ánimo de permanencia (Palacios Sanabria, 2019). Por medio del Decreto 
Ordinario 132 de 2014 se expidió el Permiso de Ingreso y Permanencia-PIP con 
varias versiones en las que se destacan uno por un plazo de 90 días, otro por 30, 
otro por 72 horas y el último por 12. En 2017 el Permiso Especial de Permanencia-
PEP17 se crea como un mecanismo que ayudaría a garantizar una estancia regular 
dentro del territorio para los extranjeros cuyo permiso se encontrase vencido o 
próximo a vencerse (Palacios Sanabria, 2019). Sin embargo, con la elevación de 
este documento a documento de identificación para los nacionales venezolanos se 
habilitó la afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud.18 

Ahora bien, este margen de aplicación de las obligaciones internacionales que 
se mencionó bajo una tendencia a la regularización de la población migrante en te-
rritorio nacional también resulta pertinente mencionar que el 4 de agosto de 2021, 
se expidió la Ley 213619, por medio de la cual se plantean unos objetivos que van 
en línea con las disposiciones migratorias que han sido asumidas o que podrían 
en un futuro ser asumidas por el Gobierno Colombiano. Entre las que se encuen-
tran las siguientes: propender por una migración, segura, ordenada y regular, la 
adopción de medidas que prevengan y eliminen todas las formas de discriminación 
hacia los migrantes, guardar coherencia respecto a las dinámicas internacionales 
en materia de migración y la adopción de medidas que reduzcan la condición de 
vulnerabilidad de la población migrante entre muchas otras. Con esta ley se está 
frente a una creación de una política que permitirá que la atención a la población 
migrante se dé de una manera más coordinada entre los diferentes organismos del 
Estado y a su vez más coherente con las dinámicas internacionales de protección 
para los migrantes.

16	  Resolución 3346 de 2018 “Por la cual se adiciona el Permiso de Ingreso y Permanencia de Tránsito Temporal PIP-TT a la Resolución 
1229 de 2016.

17	  Creado mediante la resolución 5797 de 2017 por el Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia, como un mecanismo transitorio 
de regularización migratoria, ante el fenómeno inmigratorio venezolano y cuya finalidad fue controlar el flujo migratorio, permitiendo a 
nacionales venezolanos que se encuentren en territorio nacional regularizar su situación migratoria a mediano plazo. 

18	  Decreto 1288 de 2018 y la Resolución 6370 de 2018 del Ministerio de Relaciones Exteriores.  
19	  Ley 21 36 de 2021 “Por medio de la cual se establecen las definiciones, los principios y los lineamientos para la reglamentación y 

orientación de la Política Integral Migratoria y se dictan otras disposiciones.
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Medidas adoptadas por el Estado para garantizar el derecho a la salud de la 
población migrante

Bajo la misma óptica de la aplicación de las obligaciones internacionales se en-
cuentra que el Estado colombiano ha adoptado medidas sobre este derecho fun-
damental en los términos de la ley 1751 de 2015. El Decreto 1288 de 201820:

 Por medio del cual se da acceso a los migrantes inscritos en el registro adminis-
trativo de migrantes venezolanos no solo a las medidas tendientes a la regulariza-
ción a través de la obtención del PEP, sino a las afiliaciones de seguridad social con 
la obtención del PEP y además a la afiliación en seguridad social, recibir atención 
en caso de urgencias, atención prenatal y acceso a esquemas de vacunación (Pa-
lacios Sanabria, 2019, pp. 79-80). 

 Situación que se alinea con el CONPES 3950 con el cual se estableció que se 
planteó atender a la población migrante en temas de salud en el mediano plazo 
bajo el seguimiento de las siguientes estrategias:  

-	 Hacer una identificación de las necesidades de oferta para prestación de ser-
vicios en territorios afectados por el fenómeno migratorio.

-	 Brindar asistencia técnica para aumentar la afiliación al Sistema de Salud de 
las personas migrantes regulares y retornados procedentes de Venezuela y el 
seguimiento de las atenciones a personas migrantes irregulares.

Mejorar la capacidad de respuesta en salud pública de los territorios y comuni-
dades de acogida. (Departamento Nacional de Planeación, 2018, p. 83).

Si bien la ley colombiana establece que el servicio de atención en urgencia pue-
de y debe ser prestado sin ningún tipo de distinción por las capacidades econó-
micas, sociales y de nacionalidad, con el Decreto 866 de 2017 se estableció que 
habría una garantía en los recursos de orden nacional para que las entidades terri-
toriales pudieran garantizar a esta población la atención en salud (Presidencia de 
Colombia, 2020). Esfuerzos que se han podido observar por el incremento en las 
atenciones de urgencias brindadas a población migrante. Para el 2017 se brinda-
ron 350.000 atenciones mientras que en 2019 ese número superó los 3,6 millones 
de atenciones, identificando que el 71,4% de los procedimientos en salud son qui-

20	  Del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República “Por medio del cual se adoptan medidas para garantizar el acceso a 
las personas inscritas en el Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos a la oferta institucional y se dictan otras medidas sobre el 
retorno de los colombianos.
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rúrgicos y no quirúrgicos y el 13,7 corresponde a atenciones por urgencias, dentro 
de las cuales se han atendido en mayor medida a madres gestantes en atención de 
partos y postpartos (Presidencia de Colombia, 2020).  

Ahora bien, con referencia a los servicios integrales de salud para población 
migrante estos son prestados a las personas que están debidamente identificadas 
y regularizadas según los criterios establecidos en la Resolución 3015 de 2017, 
que incluye el PEP como un documento válido para la identificación de población 
migrante. Desde la expedición de esta normativa se ha evidenciado un incremento 
en las prestaciones integrales bajo los siguientes términos: 

En septiembre del 2018, solo el 3% de la población migrante estaba asegurada 
y, del total de la población regular estimada, solo el 5% se encontraba afiliada al 
SGSSS: 35.548 migrantes al régimen contributivo y 7.589 al régimen subsidiado. 
Para junio de 2020, las cifras han incrementado a 245.197 migrantes afiliados. Sin 
embargo, las brechas de cobertura todavía son grandes. Solo el 35,5% de los por-
tadores del PEP está asegurado, y solo el 13,9% de la población total de migrantes 
venezolanos con vocación de permanencia (Presidencia de Colombia, 2020, p. 84).

Teniendo que aún sigue existiendo una falta de aseguramiento de los migrantes 
al SGSSS, el Ministerio de Salud expidió el Decreto 064 de 2020 con estableció 
las siguientes disposiciones para lograr un aumento considerable en las afiliacio-
nes al sistema de salud: 1. Los menores recién nacidos deberán ser afiliados al 
sistema aun cuando sus padres no cuenten con dicha afiliación. 2. Se efectuará 
una afiliación de oficio al SGSSS cuando una persona no se encuentre afiliada o 
se encuentre con una novedad de terminación de inscripción en la E.P.S. 3. La po-
blación migrante portadora del PEP será identificada como población prioritaria 
de afiliación, mediante los censos territoriales. 4. Los hospitales y secretarías de 
salud territoriales podrán recibir la afiliación por medio del Sistema de Afiliación 
Transaccional.  

Luego de esto es que se podrían identificar las medidas del estado colombiano 
tenientes a brindar atención en salud como las de corto plazo o las de atención a 
urgencias y las de mediano y largo plazo, tendientes a brindar una atención en sa-
lud más integral y completa a la población migrante. 
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Marco Internacional de Protección 

La protección de los derechos humanos a nivel internacional se deriva de la 
aplicación del derecho internacional de derechos humanos, bajo el cual los Esta-
dos tienen obligaciones específicas de respetar, proteger y cumplir los derechos 
humanos a todas las personas que se encuentren bajo su jurisdicción o bajo su 
control efectivo (ACNUDH, s. f.). Bajo este entendido los estados deben respetar 
los derechos humanos de los migrantes, desde una perspectiva abstencionista a 
ejercer detenciones arbitrarias, torturas o expulsiones masivas (ACNUDH, s.  f.). 
Los estados a su vez deben proteger los derechos humanos en la medida en que se 
impida que otros agentes comentan violaciones a los derechos de los migrantes y 
finalmente, el cumplimiento implica “la adopción de medidas positivas para velar 
que estos derechos lleguen a ser realidad”(ACNUDH, s.  f.). Por consiguiente, se 
entrará a hacer un análisis de los instrumentos que implican un deber tripartito, 
como se acaba de mencionar, de protección a los derechos humanos por parte de 
los Estados en el ámbito Universal e interamericano de protección. 

Sistema universal de protección: la importancia de los tratados generales y 
sectoriales para la protección de la población migrante en materia de derecho a 
la salud

El Sistema Universal de Protección de Derechos Humanos comprende diferen-
tes instrumentos de protección dentro de los que se encuentran la Declaración 
Universal de Derechos Humanos -DUDH-21, el Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos -PIDCP22- y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales -PIDESC23-, la Convención Internacional sobre la Protección de 
los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y sus Familiares -CTMF24-, la 
Convención Internacional sobre la eliminación de Todas las formas de Discrimina-
ción Racial25 y la Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discrimi-
nación Contra la Mujer26, instrumentos que en diferentes medidas contemplan una 
protección de derechos de la población migrante en diferentes esferas y medidas. 
21	  Proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 217 (III) el 10 de diciembre de 1948. 
22	  Adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 2200 A (XXI) de 16 de diciembre de 1966. Aprobada en 

Colombia mediante Ley 74 de 1968. 
23	  Adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidad en su Resolución 2200A (XXI) de 16 de diciembre de 1966. Aprobada en 

Colombia mediante Ley 74 de 1968. 
24	  Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 45/158 de 18 de diciembre de 1990. Aprobada en Colombia 

mediante Ley 146 de 1994.
25	  Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 2106 A (XX), de 21 de diciembre de 1965 que entró en vigor 

el 4 de enero de 1969. Aprobada en Colombia mediante la Ley 22 de 1981. 
26	  Adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas en su resolución 34/180 de 18 de diciembre de 1979 que entró en vigor el 3 de 

septiembre de 1981. Aprobada en Colombia mediante Ley 51 de 1981. 
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De manera particular el PIDESC establece que los Estados parte del tratado de-
ben reconocer el derecho que tienen todas las personas al disfrute del más alto ni-
vel de salud física y mental, por lo que para lograr esta materialización los Estados 
deben tomar medidas tendientes a lograr una consecución de dicho fin, es decir 
crear condiciones que permitan asegurar los servicios médicos en caso de enfer-
medad a todas las personas que se encuentren en el territorio nacional27.  La Con-
vención sobre los Derechos del Niño28, reconoce el derecho que tienen los niños a 
disfrutar del más alto nivel posible de salud para el tratamiento de enfermedades 
y rehabilitación en salud, pero también dispone que los niños tienen derecho a la 
seguridad social, por lo que el Estado debe propender porque esto se pueda reali-
zar sin dejar de lado el nivel de recursos de quienes sean responsables del menor, 
pero también de la situación del niño como tal, siempre con un enfoque prioritario 
por el interés superior que tienen los niños. 

La Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discri-
minación Racial establece en su artículo 1° que la “discriminación racial” también 
implica discriminaciones por motivos de origen nacional, situación que implica una 
obligación para los Estados parte por un trato discriminatorio por este motivo. Adi-
cionalmente, establece que los Estados deben garantizar una igualdad ante la ley 
conforme al derecho a la salud, la asistencia médica, la seguridad y los servicios 
sociales, lo que traduce en una obligación para los Estados, en cuanto a un trato sin 
diferencias por motivos de origen nacional29. Por otro lado, la Convención Sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, establece que 
con el objetivo de brindar una igualdad en derechos para las mujeres debe haber 
una garantía en cuanto al acceso de material informativo que contribuya a asegurar 
el derecho a la salud y a su vez se les debe brindar información y asesoría sobre la 
planificación de la familia. Con respecto a los derechos de nacionalidad y apatridia 
la Convención sobre los Derechos del Niño de 198930, establece el derecho que 
tienen todos los niños a tener una nacionalidad y cuyo deber de garantía está a car-
go de los Estados y así mismo lo hace la Convención sobre el Estatuto de los Apá-
tridas de 195431 y la Convención para Reducir los Casos de Apatridia de 196132. 

27	  Artículos 2 # 3 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
28	  Adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, Aprobado en Colombia mediante la Ley 12 del 27 

de febrero de 1991. 
29	  Artículo 5 literal iv de la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial. 
30	  Adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989 en la Resolución 44/25. 
31	  Adoptada por conferencia de Plenipotenciarios del Consejo Económico y Social en Resolución 526 A (XVII) el 26 de abril de 1954. 
32	  Adoptada el 30 de agosto de 1961 Resolución 896 (IX) de la Asamblea General
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Con relación al Derecho a la Salud el Comité de DESC estableció en su Observa-
ción General N° 14 el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud como 
un concepto en el cual se tienen en cuenta las condiciones biológicas y socioeco-
nómicas esenciales de la persona. A su vez establece que si bien se deben tener en 
cuenta los recursos con los que cuenta el Estado, el acceso a los bienes y servicios 
de salud deben ser accesibles a todos sin ningún tipo de discriminación: 

En particular, los Estados tienen la obligación de respetar el derecho a la salud, 
en particular absteniéndose de denegar o limitar el acceso igual de todas las per-
sonas, incluidos, los presos o detenidos, los representantes de las minorías, los 
solicitantes de asilo o los inmigrantes ilegales, a los servicios de salud preventivos, 
curativos y paliativos; abstenerse de imponer prácticas discriminatorias como po-
lítica de Estado; y abstenerse de imponer prácticas discriminatorias en relación 
con el estado de salud y las necesidades de la mujer (Comité de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales, 2000, p. 13). 

Ahora bien, la Asamblea mundial de la Salud en su resolución sobre la salud 
de los migrantes33 exhortó a los Estados Miembros a “que promuevan políticas 
de salud que tengan en cuenta a los migrantes” (Asamblea Mundial de la Salud, 
2008, p. 24), dentro de las cuales haya un fomento del “acceso equitativo a la 
salud, la prevención de enfermedades y la atención sanitaria” (Asamblea Mundial 
de la Salud, 2008, p. 24) sin ningún tipo de discriminación por motivos de géne-
ro, religión, nacionalidad o raza (Asamblea Mundial de la Salud, 2008). Situación 
que fue recalcada por el Relator Especial de Salud Anand Grover en 2013, al es-
tablecer que para poder “hacer efectivo el derecho a la salud, los Estados debían 
adoptar y aplicar una política nacional de salud basada en la no discriminación a 
los no nacionales” (ONU: Consejo de Derechos Humanos, 2013, p. 5) pero que a su 
vez tuviese en cuenta la situación de los migrantes en situación regular o irregular 
(ONU: Consejo de Derechos Humanos, 2013). De igual manera se establece que 
hay un deber en cabeza del Estado por “garantizar la disponibilidad, accesibilidad 
y calidad de los establecimientos, bienes y servicios de salud” (ONU: Consejo de 
Derechos Humanos, 2013, p. 6) de manera no discriminatoria especialmente para 
las personas que se encuentran en condiciones de vulnerabilidad, en este caso las 
personas migrantes (ONU: Consejo de Derechos Humanos, 2013). 

Ahora bien, resulta pertinente mencionar como el Comité de Derecho del Niño 
en su Observación General N° 15 recalca la importancia de estudiar la salud infantil 
33	  61ª Asamblea Mundial de la Salud de la Organización Mundial de la salud, Resolución sobre la salud de los migrantes del 24 de mayo de 

2008: WHA91.17.
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desde la óptica de los derechos del niño en la medida todos los niños deberían gozar 
del mismo bienestar físico, emocional y social (2013). De la misma manera, el Comi-
té de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y sus Fami-
liares-CMW- en su Observación General conjunta núm. 3 menciona como el principio 
de no discriminación es fundamental cuando se está frente a la garantía de derechos 
y en especial frente a los niños y más aún cuando están en contexto de una migra-
ción internacional (2017). Finalmente, en la Observación General conjunta núm. 4 
del CMW recalcó la obligación en cabeza de los Estados por garantizar el derecho a 
la salud de los menos en los términos de los artículos 28 y 45 de la CTMF. Situación 
que se agudiza cuando se está frente a un niño migrante que ha sido afectado en su 
salud física y mental por un factor como lo es la migración.  y más cuando un factor 
como la migración puede afectar especialmente la salud física y mental de los niños 
migrantes (ONU: Comité de Protección de los Derechos de todos los Trabajadores 
Migrantes y de sus Familiares, 2017). Al respecto el CMW estableció que: 

Todos los niños migrantes deben tener el mismo acceso que los nacionales a la 
atención en salud, sea cual fuere su situación migratoria. Esto comprende todos 
los servicios de salud, ya sean preventivos o terapéuticos, y la atención mental, fí-
sica o psicosocial que se presta en centros sociales o en instituciones de asistencia 
sanitaria (ONU: Comité de Protección de los Derechos de todos los Trabajadores 
Migrantes y de sus Familiares, 2017, p. 15). 

Si bien se comprende que los Estados en muchos casos han adoptado medidas 
restrictivas en cuanto a la prestación de algunos servicios en salud por temas eco-
nómicos y presupuestales, se ha comprendido que establecer dichas limitaciones 
sería contrario a la obligación relativa a la abstención de tomar medidas regresivas 
en cabeza de los Estados (ONU: Consejo de Derechos Humanos, 2013). Así que el 
Estado estaría cumpliendo con el pleno de sus obligaciones internacionales antes 
relatadas, en la medida en que garantice de manera plena el acceso al derecho a 
la salud sin ningún tipo de distinción a todas las personas que se encuentren bajo 
su jurisdicción, pero además con el pleno acceso a los establecimientos, bienes y 
servicios de salud. 

Desarrollos normativos en el sistema interamericano de derechos humanos: al-
cance e interpretación de los tratados internacionales. 

Bajo el sistema interamericano de Derechos Humanos también hay una serie de 
normas que reconocen los derechos que tienen los migrantes y a su vez establecen 
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pautas para que los Estados les garanticen sus derechos. En la CADH34 se recono-
ce el derecho que tienen todas las personas de tener una nacionalidad y además 
establece la prevención de la apatridia, así mismo el Protocolo Adicional a la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales-Protocolo de San Salvador35 establece en su artículo 3 
la obligación de no discriminación para todos los Estados parte de este protocolo, 
bajo la que se entienden incluidos los motivos de origen nacional. En su artículo 10 
establece el derecho a la salud para todas las personas pero adicionalmente, com-
prende una extensión que debe hacer el Estado de los beneficios de los servicios 
de salud que brinde a toda la población que se encuentre bajo su jurisdicción y a 
su vez una garantía de satisfacción para los grupos de personas en más alto riesgo 
y que sean más vulnerables por su condición de pobreza; situación que se ajusta a 
las condiciones de los ciudadanos venezolanos que han migrado a Colombia, como 
se estableció anteriormente. 

Al respecto la CIDH estableció en su Guía Práctica para la Protección Interna-
cional y Regularización de la Condición Legal en el Contexto de Movimientos Mixtos 
a gran escala en las Américas que hay una serie de principios que deben aplicarse 
dentro del marco de protección para las personas migrantes. Dentro de los cual 
primero se debe comprender la igualdad y no discriminación, que se inspiró “en el 
ideal de que todas las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos” (Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos, 2022, p. 15). Este principio según 
la Corte IDH y la CIDH tiene dos concepciones “una negativa relacionada con la 
prohibición de diferencias de trato arbitrarias, irrazonables, caprichosas o arbitra-
rias” (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2022, p. 15) y una positiva 
“relacionada con la obligación de los Estados de crear condiciones de igualdad real 
frente a grupos que han sido históricamente excluidos o que se encuentran en ma-
yor riesgo de ser discriminados” (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
2022, p. 15). Situación, ésta última, que se evidencia a grandes escalas dentro de 
los contextos de movilidad humana derivado, en su mayoría, de las diferencias en 
los países de origen, la situación migratoria o en los casos más vulnerables, cuan-
do hay una presencia de estas dos y la edad, etnia, condición de discapacidad, 
identidad sexual diversa o situación de pobreza. Otros de los principios que se 
mencionan en esta guía y que aplican a la situación migratoria son: la no devolu-
ción incluida la prohibición de recha en frontera, con el fin de que se expulsen o se 

34	  Convención Americana de Derechos Humanos suscrita el 22 de noviembre de 1969 en la Conferencia Especializada Interamericana 
sobre Derechos Humanos.

35	  Adoptado el 17 de noviembre de 1988 por la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, Aprobado en Colombia por 
Ley 319 del 16 de noviembre de 1999. 
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devuelvan a personas en las fronteras a los territorios donde su vida peligraba (Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos, 2022). La no sanción por ingreso o 
permanencia irregular conforme al cual las personas migrantes deben estar exen-
tas de sanciones por su entrada, presencia o situación migratoria irregular (Comi-
sión Interamericana de Derechos Humanos, 2022). Y finalmente, la prohibición de 
expulsiones colectivas de personas extranjeras, que implica que debe haber un 
“análisis razonable y objetivo del caso individual de cada persona que caracteriza 
la expulsión o deportación colectiva” (Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos, 2022, p. 18) con el fin de que no haya toma de decisiones arbitrarias por 
parte de los Estados receptores. 

Así mismo, vale la pena mencionar como la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos-Corte IDH, estableció en su Opinión Consultiva OC-21/14, que dentro 
de los contextos migratorios en donde surge una necesidad de protección interna-
cional, en este caso específicamente para niños y niñas, el Estado receptor debe 
tener en cuenta las condiciones previas y ambientales en los que se desarrolló la 
migración, ya que esto da lugar a una identificación de las necesidades de protec-
ción del caso que se esté evaluando. De igual manera establece la CIDH, en esta 
Opinión, que debe poderse establecer la situación de riesgo que estaba enfren-
tando el sujeto susceptible de protección, para poder establecer de manera con-
creta las necesidades de protección. Cuando la CIDH menciona las condiciones 
previas, es necesario que el Estado receptor evalúe, por ejemplo para el caso de 
este estudio, cómo se dio el desplazamiento entre el Estado de origen y el Estado 
receptor, bajo qué condiciones medioambientales se dio, cuáles eran las condicio-
nes de salud de la persona, “la atención en salud disponible en el país de origen y 
la accesibilidad física y económica de la persona” (Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos, 2014, p. 88), con el fin de que el Estado receptor pueda adecuar 
sus procedimientos para atender las situaciones específicas que se presenten, ya 
que se debe propender por no obstaculizar el proceso de la persona, sino que por 
el contrario se debe pretender una prestación integral.  

Ahora bien, la Corte IDH en varios casos ha determinado varios estándares de 
protección a la población migrante de la siguiente manera: en su sentencia Poblete 
Vilches y Otros Vs. Chile del 8 de marzo de 2018, estableció que el Estado debe im-
plementar medidas positivas para proteger la vida de las personas que (Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos, 2018b)se encuentran bajo su jurisdicción y así 
mismo debe “velar por la calidad de los servicios de atención a la salud” (Corte In-
teramericana de Derechos Humanos, 2018, p. 49) que se otorguen a las personas. 
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Por lo que, se puede entender que la obligación de prestación y garantía del derecho 
a la salud que está en cabeza del Estado receptor no se cumple solo con el hecho de 
prestar el servicio de salud, sino que este debe prestarse bajo una calidad determi-
nada, con la cual se pueda asegurar una prestación integral del derecho. 

En la Sentencia Caso I.V. Vs. Bolivia, rectificó el vínculo que hay entre el derecho 
a la vida privada y la integridad personal con la salud humana, por lo que una falta 
de atención médica en condiciones de calidad vulnera de manera directa el Artícu-
lo 5 de la CADH, relativo al derecho a la Integridad personal. La Corte IDH también 
estableció que los Estados deben definir marcos normativos en sus ordenamientos 
internos por medio de los cuales se regule la prestación del derecho a la salud bajo 
criterios de calidad que permitan evitar cualquier amenaza o vulneración a la inte-
gridad personal (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2017).

En su sentencia Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana del 
24 de octubre de 2012 estableció que de las obligaciones generales a cargo del 
Estado (respetar y garantizar los derechos) se derivan obligaciones especiales que 
se pueden determinar en función de las necesidades particulares de protección 
por las condiciones en las que se encuentra la persona, siendo este el caso de los 
migrantes al ser comprendidos como sujetos en situación de vulnerabilidad. Bajo 
la misma óptica estableció que si bien es posible que el Estado trate diferenciada-
mente a los migrantes documentados y a los migrantes indocumentados o a los 
migrantes y los nacionales, siempre debe mediar una razón justificable que atien-
da a un objetivo específico y que sea proporcional en donde no se lesionen de nin-
guna manera los derechos humanos. Lo anterior con base en que el DIDH prohíbe 
políticas y prácticas discriminatorias, pero aún más cuando dicho accionar menos-
caba de manera particular a cierta categoría de personas (Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, 2012). Ahora bien, para la Corte ha establecido que, si bien 
hay una delgada línea entre las distinciones permitidas y la discriminación, se debe 
entender que la distinción, como ya se mencionó, es lo razonable, proporcional y 
objetivo mientras que la discriminación es “toda exclusión, restricción o privilegio 
que no sea objetivo y razonable, que redunda en detrimento de los derechos hu-
manos” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2003, p. 103).  

Así las cosas, se establece que hay en cabeza de los Estado una obligación de 
respetar y garantizar los derechos humanos y el principio de igualdad y no discri-
minación y más aún cuando se está en frente de las garantías de derechos para una 
población en situación de vulnerabilidad como es el caso de la población migrante. 
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LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
COLOMBIANA EN MATERIA DE SALUD: UNA 
JURISPRUDENCIA CONSTRUIDA A PARTIR DE LA 
CATEGORÍA DE VULNERABILIDAD

La Corte Constitucional Colombia-CC-, ha desarrollado en varios pronunciamien-
tos una óptica de protección sobre el derecho a la salud de la población migrante 
desde un marco conceptual que de vulnerabilidad que vale la pena resaltar. Los pro-
nunciamientos de la CC serán divididos debido a las protecciones reforzadas que 
esta institución ha otorgado basada en criterios adicionales de vulnerabilidad ade-
más de ser migrantes, como lo son el ser mujer, estar en estado de embarazo, ser 
menor de edad y a su vez necesitar una atención de urgencia por las condiciones 
físicas generalizadas a los migrantes. Con el fin de hacer dicha categorización de 
vulnerabilidad se dividirán los pronunciamientos de la CC a través de los criterios de: 
urgencias en población migrante (irregular y regular), menor de edad y mujer. 

Urgencias en población migrante en condición de irregularidad o regularidad

La CC estableció que la seguridad social tiene un carácter fundamental, que 
debe ser garantizado de manera efectiva y sin ningún tipo de discriminación por 
motivos de origen nacional. En la Sentencia T-210 de 2018, la CC estableció que 
este derecho está a cargo del Estado y a su vez que la garantía de este no dependía 
de a condición de ciudadano del destinatario, sino que se debía tener en cuenta el 
hecho de que el ser humano habitase el territorio nacional (Corte Constitucional 
de Colombia, 2018). A su vez se estableció que se deben tener más en cuenta los 
casos en los que se está frente a una persona en debilidad manifiesta, lo que se 
puede asimilar en cierta medida al concepto de la Corte IDH, conforme a la cual 
las condiciones previas que deben ser tenidas en cuenta en mayor grado cuando 
se está frente a un caso que amerita protección internacional. 

Si bien la CC ha establecido en sentencias T-1088 de 2012 y T-728 de 2016, 
que el principio de igualdad debe aplicarse a los extranjeros según el artículo 13 de 
la Constitución, esto no implica un impedimento para que el legislador colombiano 
establezca tratamientos diferenciales entre nacionales y extranjeros cuando los 
mismos estén soportados en una justificación objetiva y razonable (Corte Constitu-
cional de Colombia, 2012). Bajo este mismo criterio, la sentencia T-314 de 2016, 
establece el principio de solidaridad con el que deben aplicarse las garantías del 
derecho fundamental a la salud, sin embargo, establece a su vez que los extranje-
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ros que se encuentren en territorio colombiano deben acatar la constitución y las 
normas, por lo que debe haber un cumplimiento de todos los deberes por parte 
de los extranjeros como lo hacen los residentes del territorio colombiano.  Así las 
cosas, la corte estableció 3 reglas jurisprudenciales que aplican a los extranjeros: 

 (…) (i) deben ser tratados en condiciones de igualdad respecto de los naciona-
les colombianos; (ii) tienen la obligación de cumplir la Constitución Política y las 
leyes establecidas para todos los residentes en Colombia; (iii) tienen derecho a 
recibir un mínimo de atención por parte del Estado en casos de urgencia con el fin 
de atender sus necesidades básicas, especialmente las relacionadas con asuntos 
de salud. (Corte Constitucional de Colombia, 2016). 

Teniendo en cuenta, esta última regla se establece que el Estado colombiano 
garantiza una atención en salud para los extranjeros, en casos urgentes y en los 
cuales la atención sea básica, situación que aplica para los casos en los cuales la 
población extranjera no cuenta con una cobertura en salud, ya sea por no estar de 
manera regular en el país, por no estar afiliado al SGSSS, por no tener una póliza 
ni contar con la capacidad de pago para cubrir los gastos derivados de la atención 
en salud.

Más adelante, en la sentencia T-025 de 2019 la Corte amplía los límites que ya 
había establecido con anterioridad con respecto a las urgencias y lo amplía a una 
protección en relación con las enfermedades catastróficas bajo la cual establece 3 
reglas para definir cuando debe haber una prestación de las urgencias aun cuando 
la persona se encuentre en situación irregular en el país: 

Es necesario precisar las reglas por las cuales el servicio de salud a los extran-
jeros no residentes no puede negarse, por cuanto se hace necesario atender sus 
necesidades básicas y hacer prevalecer su vida, lo cual comporta el derecho a re-
cibir por lo menos un mínimo de servicios de atención de urgencias cuando: i) no 
haya un medio alternativo, ii) la persona no cuente con recursos para costearlo y iii) 
se trate de un caso grave y excepcional. (Corte Constitucional de Colombia, 2019). 

Si bien se impusieron unas reglas por parte de la Corte para la atención en salud 
de migrantes en situación irregular, la Corte recalcó la obligación que tienen los 
extranjeros de adquirir un seguro médico o un plan voluntario de salud, tal y como 
se encuentra previsto en el parágrafo 1º del artículo 32 de la Ley 1438 de 201136, 
36	  Artículo 1 objeto de la ley 1438, Por medio de la cual se reforma el Sistema General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras 

disposiciones. 
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una vez sea conjurada la situación de urgencia y, además, cumplir con los requisi-
tos para la afiliación al Sistema (Corte Constitucional, 2019). 

Protección constitucional a los menores de edad por ser sujetos de especial 
protección 

La sentencia T-210 de 2018 expone un caso de una mujer venezolana que inter-
pone acción de tutela en favor de su hijo de dos años de nacionalidad venezolana, 
ya que este tiene una hernia escrotal y una umbilical que impiden el desarrollo 
pleno del menor. En este caso específico la CC protegió el derecho a la salud del 
menor, aun cuando este no se encontraba afiliado al SGSSS ya que, pese a que se 
estaba frente a una persona extranjera en situación de irregularidad, el niño goza 
de una especial protección constitucional. Por lo cual no se podía prohibir la pres-
tación del servicio de salud por no cumplir con el lleno de los requisitos adminis-
trativos para la cirugía (Corte Constitucional de Colombia, 2018). Adicionalmente, 
la CC ha establecido que en los casos que relacionen a menores de edad con algu-
na discapacidad física o mental se les debe brindar además de lo ordenado por su 
médico tratante, el tratamiento integral para su recuperación o rehabilitación. En 
la sentencia T-705 de 2017 la Corte una vez más amplía los servicios conforme a 
los menores, estableciendo que la atención básica y elemental de urgencia no solo 
consistía en preservar la vida del paciente, sino que también en hacer la remisión 
necesaria al centro de salud con los médico médicos y tecnológicos para la aten-
ción en caso de no contar con estos.

 Protección a Mujeres gestantes:

Ahora bien, la sentencia SU-677 de 2017 resulta fundamental para la protec-
ción del derecho a la salud en específico de las mujeres en estado de embarazo 
y cuidados prenatales en cuanto que cuando se está en frente a una mujer em-
barazada hay una prevalencia del interés superior del menor y del que está por 
nacer. En esta oportunidad, la corte recalcó el deber del Estado, en este caso del 
colombiano, por garantizar el acceso a los servicios de salud en el nivel más alto 
posible, por lo que los menores recién nacidos deben ser afiliados al SGSSS, a 
pesar de que los padres estuviesen de manera irregular en Colombia o a pesar de 
no tener la nacionalidad colombiana. De igual manera, extendió así los servicios 
para esta parte de la población migrante: acceso a servicios previos, durante y 
después de parto de manera gratuita con el fin de no poner en riesgo la vida del 
feto, la madre y el recién nacido de manera injustificada, atención de urgencias 
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más los debidos controles prenatales y posteriores y afiliación al SGSSS para el 
recién nacido. 

CONCLUSIÓN 

Luego de este recorrido por los estándares internacionales de protección a de-
rechos humanos y en particular del derecho a la salud de la población migrante, 
que debe ser aplicado por el Estado colombiano en cumplimiento de sus compro-
misos internacionales se puede establecer que la Corte Constitucional a través de 
sus fallos ha sido la que ha ampliado en mayor medida los marcos de protección 
para la población migrante. Si bien desde la óptica de un marco constitucional Co-
lombia ha adoptado los diferentes instrumentos de protección de derechos hu-
manos, que se analizaron en este escrito, desde un marco legal y para atender la 
crisis migratoria derivada de los flujos de personas provenientes desde Venezuela, 
se puede comprender como solo se han tomado medidas tendientes a regularizar 
la permanencia de los migrantes venezolanos en territorio colombiano, dejando un 
poco de lado la aplicabilidad integral de los estándares internacionales relativos al 
derecho a la salud de la población migrante. 

En primer lugar, hay que observar como las disposiciones normativas adoptadas 
por el Estado colombiano dentro del contexto migratorio, que han estado tendien-
tes a brindar una atención humanitaria en salud, no establecen una política nacio-
nal de salud basada en el cumplimiento del principio de la no discriminación por 
condiciones de origen nacional, como observa en Relator Especial de Salud Anand 
Grover en su Informe. Por ejemplo, con el Decreto 1288 de 2018, el Estado tiende 
a regularizar a los migrantes por medio de la obtención del PEP, pero da aplicabi-
lidad al estándar antes mencionado. Bajo los términos de la Observación General 
14 del CESCR los migrantes deberían poder acceder al sistema de salud en condi-
ciones equitativas, pero además bajo el cumplimiento de estos elementos, dispo-
nibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, 2000), como lo estableció el Comité. Más, sin embargo, la 
mayoría de sentencias de tutela que revisa la CC, evidencian que la aplicabilidad 
de estos elementos se da por medio de los fallos de la CC y no por instancias ante-
riores, sean los jueces de menor rango o las entidades administrativas que atien-
den de manera directa a los migrantes. 

En segundo lugar, si se vuelve a las disposiciones de la CC se evidencia como esta 
entidad, si hace una aplicación directa de instrumentos como la Observación Gene-
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ral 14, bajo la cual se establece que hay condiciones biológicas y socioeconómicas 
que se deben tener en cuenta a la hora de prestar servicios de salud. De igual mane-
ra, con respecto a las sentencias T-210 de 2018 y T-705 de 2017, hay una recepción 
de las disposiciones de la Observación General Conjunta núm. 4 del CMW, cuando la 
CC amplía los servicios de atención en salud de niños migrantes, estableciendo que 
la atención básica y elemental no solo consistía en preservar la vida del paciente, 
sino que también se debe brindas una atención integral. De manera paralela, vale la 
pena recalcar como la CC ha comprendido que hay situaciones en las que condicio-
nes de vulnerabilidad de base como el ser mujer y/o menor de edad, son factores da 
agravación de la vulnerabilidad en la que ya se ven inmersos los migrantes.  

Otra sentencia que ayuda a evidenciar como los estándares de protección a de-
rechos humanos, específicamente en derechos en cabeza de las personas migran-
tes, han sido recepcionados en Colombia a través de los fallos judiciales de la CC, 
es la sentencia SU-677 de 2017 conforme a la cual esta entidad reitera que hay 
condiciones de igualdad entre los civiles ciudadanos y los extranjeros. Así mismo, 
reiteró la protección que debe darse a los extranjeros con permanencia irregular 
en el contexto de una crisis humanitaria causada por una migración masiva (Corte 
Constitucional de Colombia, 2017), la aplicación que se le debe dar a los principios 
de solidaridad y de cubrimiento Universal en el SGSSS y el deber de las entidades 
el Estado de proteger la vida, la dignidad humana (Corte Constitucional de Colom-
bia, 2017) y los demás derechos fundamentales que estén relacionados con estos. 

Así mismo esta sentencia, SU-677, y bajo la misma óptica de la Sentencia Caso 
Negede Dorzema y otros Vs. República Dominicana de la Corte IDH, establece que 
si bien hay un deber del Estado colombiano de garantizar algunos derechos funda-
mentales de los extranjeros aún cuando se encuentre de manera irregular en terri-
torio colombiano. Se comprende que estos deben ser tratados en condiciones de 
igualdad respecto de nacionales colombianos con plena observancia de los límites 
de razonabilidad que permiten un trato diferenciado entre nacionales y migrantes. 
Pero además rectificó dicho vínculo existente ente el derecho a la vida, la dignidad 
humana, e integridad personal con la salud bajo los criterios de calidad como lo 
hizo la Corte IDH en su Sentencia Caso I.V. Vs. Bolivia.

De otro lado, aunque se entiende que el primer paso para acceder al derecho 
a la salud sin ningún tipo de limitante es estar de manera regular en territorio co-
lombiano, se ha demostrado como las necesidades de oferta para la prestación 
de servicios de salud exceden muchas veces la interpretación que se le ha dado al 
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principio de universalidad del derecho a la salud. Interpretación que parte de que 
las entidades de salud deben prestar estos servicios en el marco de las urgencias 
sin importar la permanencia en el país (regular o irregular), pero que, en muchas 
ocasiones, resultan siendo insuficientes. 

A pesar de que para junio de 2020 las cifras de migrantes regularizados y por 
ende afiliados al SGSSS han incrementado, las brechas de atención en salud aún 
siguen siendo grandes, no solo porque no toda la población migrante venezolana 
que se encuentra en territorio colombiano está regularizada, sino porque la recep-
ción de los estándares internacionales tendientes a la protección del derecho a la 
salud de la población migrante aún son aplicados en mayor grado por una instancia 
jurisdiccional como la CC y no por una instancia legislativa como el Congreso de la 
República. Situación que refleja un problema en cuanto a singularidad de las me-
didas que se toman cuando la CC ordena prestar de manera integral un servicio de 
salud a una persona migrante. 

Ahora bien, retomando las disposiciones de la Observación General 14 del CES-
CR, en los términos de la accesibilidad económica que refiere el Comité se podría 
analizar si realmente las medidas de exigir una afiliación al SGSSS y por ende una 
regularización para prestar un servicio de salud de calidad e integral cumplen ca-
balmente con la asequibilidad, refiriendo de esta manera que esos servicios se 
encontrasen al alcance de todos y sin ningún tipo de discriminación. Si bien el go-
bierno colombiano ha establecido una prestación de salud sin discriminación por 
la condición de regularidad o irregularidad en la permanencia en territorio colom-
biano de los migrantes, valdría la pena preguntarse si ese parámetro de no discri-
minación e igualdad se cumple aun cuando sigue habiendo brechas en la atención 
integral de salud y los migrantes siguen enfrentando barreras en el acceso a los 
servicios de salud.
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